PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados 
de la Provincia de Buenos  Aires sancionan con fuerza de

LEY.

Articulo 1: Establécese que el personal docente comprendido en el régimen de la  Ley 10.579 y sus modificatorias, que se hubiese acogido al beneficio jubilatorio durante el lapso comprendido entre el 8 de abril de 2002 y la entrada en vigencia de la presente, habiendo el agente acreditado al momento de su cese una antigüedad mínima de treinta (30) años de servicios sin que su baja hubiese tenido carácter de sanción disciplinaria, tendrá derecho a una retribución especial, que se le abonará por única vez, equivalente a seis (6) mensualidades de su ultima remuneración regular y permanente. Dicha retribución no sufrirá descuentos de ninguna índole, será sin cargo de reintegro y deberá abonarse dentro de los treinta (30) días de producido el reclamo. 

El personal docente que hubiese acreditado veinte (20) años de servicios recibirá cuatro (4) mensualidades en las mismas condiciones que las establecidas en el párrafo anterior.

Articulo 2: A los fines del cobro de la bonificación establecida en el articulo 1º de la presente, se considerarán exclusivamente los servicios docentes oficiales prestados en jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires por los cuales hubiese percibido remuneración. 

Si el agente hubiese fallecido acreditando al momento del deceso las condiciones exigidas para la obtención de la retribución especial a que se refiere el Articulo 1º de la presente, la misma será abonada a sus derecho-habientes en la forma que determine la reglamentación.

Articulo 3: El docente, o sus derecho-habientes para el caso que correspondiere, podrá acogerse a los beneficios establecidos por esta norma, dentro del plazo de hasta dos (2) años de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 4: En todos los casos, el acogimiento a los beneficios establecidos por la presente ley implicará el desistimiento a toda acción judicial y/o administrativa, iniciada o futura, relacionada con los derechos emergentes de la presente ley. Las condiciones y requisitos que el agente deberá cumplimentar para acceder al mencionado beneficio se establecerán por vía reglamentaria.

Articulo 5: Los docentes que no hubieren percibido la retribución especial establecida en la Ley 13355, en razón de haber optado por el adelanto jubilatorio regulado por la Ley 12950, tendrán derecho a reclamar el pago de la retribución especial mencionada, dentro del plazo establecido en el articulo 3 de la presente ley.

Articulo 6: De forma.




                               FUNDAMENTOS 

El escenario de conflictividad política, social y económica que atravesó  nuestro país en los años 2001 y 2002, consecuencia de la aplicación desde la década de los noventa de los modelos neoliberales,   exigieron por parte del Estado Nacional como del Estado Provincial tener que asumir una serie de medidas extremas derivadas de serias dificultades en mantener el financiamiento de las responsabilidades esenciales del Estado.

El sector educativo no estuvo ajeno a estas situaciones y se vio seriamente perjudicado. Este escenario le implicó, entre varias medidas que significaron reducir su financiamiento, suspender derechos consolidados de los propios docentes, desde hacía muchos años, como aquellos que se expresan len a Ley 10579 – Estatuto Docente, en relación al beneficio de una retribución especial al momento de jubilarse.     

    
Efectivamente, la reconocida figura del denominado premio o retribución especial que cada docente con una trayectoria especial de 30 años de servicio y en otros casos con 20 años de servicio recibía al momento de jubilarse fue suspendida al momento de ser declarada en la Provincia de Buenos Aires la emergencia administrativa y financiera provincial a través de la Ley marco 12.727 y especifica para este beneficio, Ley 12.867 del año 2002. 

Resulta necesario hacer la secuencia histórica de este reconocimiento, pues en el año 2003 y a través de la Ley 13.154 se procede a la anulación del beneficio poniendo en evidencia un comportamiento diametralmente opuesto al espíritu de la emergencia de los años 2001 y 2002.

La anulación no respondía a un criterio de acondicionar la realidad a una crisis estructural como la que vivía el país, la anulación implicó un negación definitiva a los derechos del trabajador de la educación, aunque en este asunto de las retribuciones especiales también quedaban anuladas las correspondientes a otros regímenes del personal de la Provincia de Buenos Aires.    

En el año 2005 y a través de ley 13.355 se restituyó el reconocimiento a los trabajadores estatales de la Provincia y a partir de la sanción de la misma se recuperaba el derecho a percibir la retribución equivalente a seis sueldos al momento de cesar en su actividad para acogerse al beneficio jubilatorio.  
A su vez dicha norma, en su artículo 3º, establecía que el agente que percibía la bonificación dispuesta por el artículo 1º de la misma ley no podía hacer uso del beneficio de adelanto de jubilación que otorgaba la ley 12.950 (derecho a seguir percibiendo el importe correspondiente al sesenta (60) por ciento  de su remuneración mensual como adelanto de su jubilación).

Esta cláusula restrictiva resultó injusta  toda vez que  Ley 12.950 reconoce la eventual tardanza en el procedimiento definitivo que habilita al agente público a percibir su haber previsional de manera completa y ordinaria. En cierta medida lo estipulado en esa Ley pretende cubrir los defasajes  que pudiese ocasionarle al trabajador las demoras en el trámite final de cada jubilación. Ciertamente, la retribución especial se trata de un reconocimiento que, por la mera condición de ser trabajador estatal en la provincia de Buenos Aires, se tiene derecho a percibir, no puede terminar resultando un componente regulado por los tiempos de la administración provincial que deben , también,  tramitar otro beneficio al agente como  el beneficio previsional. .

La Ley 12.950 sí  establece, un mecanismo que tiende a menguar los efectos de la tardanza en percibir la remuneración de su respectiva prestación previsional, no siendo de manera alguna un premio que se otorga a todo trabajador; antes bien, la necesidad de sancionar una norma de estas características lleva implícito el reconocimiento de que esa tardanza constituye un perjuicio que se genera desde las dificultades que presenta la obtención de la documentación requerida para obtener el beneficio.  
En este marco de consideraciones se constituye en una necesidad reparar esta situación que evidencia un cuadro de injusticia y trato desigual  a los docentes. 

En esta dirección y reconociendo los antecedentes de anteriores proyectos tales como el Proyecto de Ley D. 1163/ 05 – 06; y Proyecto de Ley D 231 / 07-08, este último aprobado por la Comisión de Educación de la HCD en julio de 2007 y en tratamiento en la Comisión de Presupuesto, de autoría de la Diputada Alicia Tabares, como el Proyecto de Ley D 1260 / 05-06 de la Diputada Silvia Inés Caballero, se proponen dos Proyectos de Ley.

El primero que persigue la restitución del Artículo 39,  en un texto actualizado,  en la Ley  10579, texto ordenado,  a fin de dilucidar todas las dudas sobre su legítima aplicación ahora como en el futuro. De esta manera se deja normalizada normativa Estatutaria provincial del sector docente.

El otro Proyecto de Ley que se promueve procura finalmente, reconocer los derechos que le fueron suspendidos a los docentes y se vieron impedidos de la efectividad de su ejecución. La Provincia debe restituir el reconocimiento a la culminación de tarea docente, históricamente  explicitado en el Estatuto del Docente,    a todos aquellos educadores  que aún no lo percibieron por la suspensión del mismo. La reglamentación deberá  fijar los modos que se considere  más conveniente, en términos de forma e instrumentación. 

